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en tres o cuatro diferentes ocasiones fue expuesto al sufrimiento de otros reclusos sometidos a penas  similares.  
[…] 

78. De esta manera, el señor Cesar fue sometido a la amenaza de un abuso físico inminente y fue intencionalmente 
forzado a presenciar los efectos de dicha pena en otros reclusos, lo que le ocasionó angustia y miedo severos. 

79. Asimismo, la Corte comparte la opinión de la Comisión de que la sentencia fue ejecutada de forma tal que 
humilló gravemente al señor Caesar, ya que fue flagelado al menos frente a seis personas y atado desnudo “en 
forma de águila extendida” a un artefacto de metal que lo inmovilizó mientras era golpeado

88. En los párrafos anteriores, la Corte ha declarado que la pena corporal por flagelación, según ha sido examinado 
en el presente caso, debe ser considerada como una forma de tortura y, por lo tanto, contraria per se al artículo 5.1 
y 5.2 de la Convención y a normas perentorias de derecho internacional […]. Además, la Corte es consciente de 
las circunstancias que rodearon la imposición de la pena corporal del señor Caesar, tales como: la humillación 
extrema causada por la flagelación en sí; la angustia, el estrés y el miedo sufridos mientras esperaba su castigo 
en prisión, período que fue caracterizado por una demora excesiva; así como el hecho de haber presenciado el 
sufrimiento de otros prisioneros que habían sido flagelados. La extrema gravedad y el grado de intensidad del 
sufrimiento físico y mental que estas circunstancias provocaron en el señor Caesar, serán consideradas por la 
Corte al momento de fijar las reparaciones pertinentes […].

3. DEFINICIÓN Y ELEMENTOS DE LA TORTURA 

Uno de los aspectos más interesantes de la jurisprudencia interamericana es su evolución en cuanto a los 
elementos que constituyen un acto que pueda ser calificado como tortura. Para conformar el concepto actual de tortura 
y sus elementos, la Corte IDH se ha referido a la Convención Americana, su propia jurisprudencia y a los desarrollos 
de otros órganos de protección de derechos humanos, así como los enunciados normativos de los instrumentos 
internacionales que la prohíben.

3.1. Elementos de la tortura

Caso Bámaca Velásquez vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de noviembre de 200035.

156. De acuerdo con el artículo 1 de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos 
o Degradantes, la tortura implica que se inflijan a una persona penas o sufrimientos físicos o mentales 
deliberadamente dirigidos a intimidar, castigar, investigar o prevenir crímenes, penar su comisión o con 
cualquier otro fin.

157. La Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura define ésta en su artículo 2, como todo acto 
realizado intencionalmente por el cual se inflijan a una persona penas o sufrimientos físicos o mentales, con 
fines de investigación criminal, como medio intimidatorio, como castigo personal, como medida preventiva, 
como pena o con cualquier otro fin.  Se entenderá también como tortura la aplicación sobre una persona de 
métodos tendientes a anular la personalidad de la víctima o a disminuir su capacidad física o mental, aunque 
no causen dolor físico o angustia psíquica.

 Y agrega:
 No estarán comprendidos en el concepto de tortura las penas o sufrimientos físicos o mentales que 

sean únicamente consecuencia de medidas legales o inherentes a éstas, siempre que no incluyan la 
realización de los actos o la aplicación de los métodos a que se refiere el presente artículo.

35 Los hechos del presente caso se enmarcan dentro de la práctica del Ejército de capturar guerrilleros y mantenerlos en reclusión clandestina a efectos de 
obtener, mediante torturas físicas y psicológicas, información útil. El 12 de marzo de 1992 se produjo un enfrentamiento armado entre combatientes de 
la guerrilla pertenecientes al Frente Luis Ixmatá y miembros del Ejército en el Municipio de Nuevo San Carlos, Departamento de Retalhuleu. En dicho 
enfrentamiento fue capturado Efraín Bámaca Velásquez. 

 Los captores trasladaron a Efraín Bámaca Velásquez, quien estaba herido, a un destacamento militar. Durante su reclusión en dicho centro, permaneció 
atado y con los ojos vendados, y fue sometido a numerosos maltratos durante su interrogatorio. La última vez que fue visto el señor Bámaca Velásquez 
se encontraba en la enfermería de una base militar atado a una cama de metal.

 Como resultado de los hechos del presente caso, se iniciaron varios procesos judiciales. No obstante, no se realizaron mayores investigaciones ni se 
sancionaron a los responsables.
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158. La Corte estima que los actos denunciados en el presente caso fueron preparados e infligidos deliberadamente, 
con el fin de obtener de Efraín Bámaca Velásquez información relevante para el Ejército. Según los testimonios 
recabados en el presente proceso, la supuesta víctima fue sometida a actos graves de violencia física y psíquica 
durante un prolongado período de tiempo con los fines antes mencionados y, así, puesta en un contexto de 
angustia y de sufrimiento físico intenso de modo intencional, lo que no puede calificarse sino como tortura, 
tanto física como psicológica.

Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 200036.

104. Atendiendo al conjunto de las circunstancias del caso y al contexto en que se produjeron los hechos, estima 
este Tribunal, sin lugar a duda razonable, que cuando menos parte de los actos de agresión examinados en esta 
causa pueden ser calificados como torturas, físicas y psíquicas. Considera también la Corte que dichos actos 
fueron preparados e infligidos deliberadamente contra el señor Cantoral Benavides cuando menos con un doble 
propósito. En la fase previa a la condena, para suprimir su resistencia psíquica y forzarlo a autoinculparse o a 
confesar determinadas conductas delictivas. En la etapa posterior a la condena, para someterlo a modalidades 
de castigo adicionales a la privación de la libertad en sí misma. 

Caso Tibi vs. Ecuador. Sentencia de 7 de septiembre de 2004. 

146. De conformidad con esta definición y en atención a las circunstancias de cada caso, pueden calificarse como 
torturas físicas y psíquicas aquellos actos que han sido “preparados y realizados deliberadamente contra la 
víctima para suprimir su resistencia psíquica y forzarla a autoinculparse o a confesar determinadas conductas 
delictivas o para someterla a modalidades de castigos adicionales a la privación de la libertad en sí misma”. 

148. En el presente caso está demostrado que durante los meses de marzo y abril de 1996 cuando el señor Daniel 
Tibi permanecía detenido en la Penitenciaría del Litoral, fue objeto, por parte de los guardias de la cárcel, de 
sesiones de violencia física con el fin de obtener su autoinculpación […].  Durante estas sesiones, la presunta 
víctima recibió golpes de puño en el cuerpo y en el rostro, quemaduras en las piernas con cigarrillos y descargas 
eléctricas en los testículos.  En una ocasión fue golpeado con un objeto contundente y en otra se le sumergió la 
cabeza en un tanque de agua.  El señor Tibi padeció al menos siete “sesiones” de este tipo […]. 

149. Los actos de violencia perpetrados de manera intencional por agentes del Estado contra el señor Daniel Tibi 
produjeron a éste grave sufrimiento físico y mental.  La ejecución reiterada de estos actos violentos tenía como 
fin disminuir sus capacidades físicas y mentales y anular su personalidad para que se declarara culpable de 
un delito.  En el caso sub judice se ha demostrado, además, que la presunta víctima recibió amenazas y sufrió 
hostigamientos durante el período de su detención, que le produjeron pánico y temor por su vida.  Todo ello 
constituye una forma de tortura, en los términos del artículo 5.2 de la Convención Americana. 

Caso Penal Miguel Castro Castro vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2006. 

316.  En el análisis de la gravedad de los actos que puedan constituir tratos crueles, inhumanos o degradantes o 
tortura es preciso ponderar todas las circunstancias del caso, tales como la duración de los tratos, sus efectos 
físicos y mentales, y en algunos casos, el sexo, la edad y el estado de salud de la víctima, entre otros. 

317. Las torturas físicas y psíquicas son actos “preparados y realizados deliberadamente contra la víctima para 
suprimir su resistencia psíquica y forzarla a autoinculparse o a confesar determinadas conductas delictivas o 

36 Los hechos del presente caso se contextualizan un una época donde existió una práctica generalizada de tratos crueles, inhumanos y degradantes con 
motivo de las investigaciones criminales por delitos de traición a la patria y terrorismo. El 6 de febrero de 1993 Luis Alberto Cantoral Benavides fue 
detenido, sin una orden judicial, por agentes de la Dirección Nacional contra el Terrorismo (DINCOTE) en su domicilio ubicado en el distrito La 
Victoria, ciudad de Lima. 

 Luis Cantoral estuvo incomunicado por más de una semana en el centro de la DINCOTE y a los 15 días después de su detención tuvo acceso a un 
abogado. Asimismo, fue objeto, por parte de efectivos policiales y miembros de la Marina, de actos de violencia. Fue vendado, esposado con las manos 
en la espalda, obligado a permanecer de pie, golpeado en varias partes del cuerpo, etc. Asimismo, fue exhibido públicamente a través de los medios de 
comunicación, vestido con un traje a rayas como los que usan los presos, como integrante del Partido Comunista del Perú Sendero Luminoso y como 
autor del delito de traición a la patria, cuando aún no había sido legalmente procesado ni condenado.

 Luis Alberto Cantoral Benavides fue procesado por el fuero militar por el delito de traición a la patria. Fue absuelto pero se remitió lo actuado al fuero 
común para que fuera juzgado por el delito de terrorismo. En dicho proceso fue condenado a 20 años de pena privativa de libertad por el delito de 
terrorismo. Sin embargo, Luis Cantoral solcitó un indulto a la Comisión ad hoc creada por la ley No. 26.555 y dicho beneficio fue concedido. En total, 
Luis Aberto Cantoral Benavides estuvo privado de libertad en forma ininterrumpida desde el 6 de febrero de 1993 hasta el 25 de junio de 1997, cuando 
fue liberado.
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 para someterla a modalidades de castigos adicionales a la privación de la libertad en sí misma”37. Dentro de la 
noción de tortura establecida en el artículo 2 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la 
Tortura se encuentra el infligir a una persona sufrimientos físicos o mentales con cualquier fin. En situaciones 
de violación masiva de derechos humanos, el uso sistemático de tortura generalmente tiene el fin de intimidar 
a la población.

Caso Bueno Alves vs. Argentina. Sentencia de 11 de mayo de 2007. 

78. Ahora bien, para definir lo que a la luz del artículo 5.2 de la Convención Americana debe entenderse como 
“tortura”, la Corte debe tomar en cuenta la definición que al respecto hace la primera parte del artículo 2 de la 
Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura (en adelante “CIPST”), así como las diversas 
definiciones contenidas en algunos de los instrumentos citados en el párrafo anterior. Esto es particularmente 
relevante para el Tribunal, puesto que conforme a su propia jurisprudencia, “al dar interpretación a un tratado 
no sólo se toman en cuenta los acuerdos e instrumentos formalmente relacionados con éste (inciso segundo 
del artículo 31 de la Convención de Viena), sino también el sistema dentro del cual se inscribe (inciso tercero 
del artículo 31)”38. Esta orientación tiene particular importancia para el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, que ha avanzado sustancialmente mediante la interpretación evolutiva de los instrumentos 
internacionales de protección.

79. En razón de lo expuesto, la Corte entiende que los elementos constitutivos de la tortura son los siguientes: a) 
un acto intencional; b) que cause severos sufrimientos físicos o mentales, y c) que se cometa con determinado 
fin o propósito. En el mismo sentido: Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 201039, párr. 120; Caso Rosendo Cantú y otra 
Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 201040, 
párr. 110.

81. Las pruebas que constan en el expediente acreditan que los actos cometidos fueron deliberadamente infligidos 
en contra de la víctima y no producto de una conducta imprudente, accidente o caso fortuito.

82. El señor Bueno Alves denunció en su declaración ante el juez que investigaba los actos de maltrato […] que 
éstos tuvieron como propósito que confesara en contra de quien era su abogado, el señor Carlos Alberto 
Baltasar Pérez Galindo. En vista de ello y teniendo en cuenta la aceptación del Estado, la Corte considera que 
los maltratos tuvieron como finalidad específica forzar la confesión del señor Bueno Alves.

83. Finalmente, al apreciar la severidad del sufrimiento padecido, la Corte debe tomar en cuenta las circunstancias 
específicas de cada caso, teniendo en cuenta factores endógenos y exógenos. Los primeros se refieren a las 
características del trato, tales como la duración, el método utilizado o el modo en que fueron infligidos los 
padecimientos, así como los efectos físicos y mentales que éstos tienden a causar. Los segundos remiten a las 
condiciones de la persona que padece dichos sufrimientos, entre ellos la edad, el sexo, el estado de salud, así 
como toda otra circunstancia personal.

37 Cfr. Corte IDH. Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114, 
párr. 146; Corte IDH. Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2003. Serie C No. 103, párr. 
93; y Corte IDH. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 2000. Serie C No. 69, párr. 104.

38  Cfr. Caso de las Masacres de Ituango. Sentencia de 1 de julio de 2006. Serie C No. 148, párr. 156; Caso de la Comunidad indígena Yakye Axa. Sentencia 
de 17 de junio de 2005. Serie C No. 125, párr. 126, y Caso Tibi Vs. Ecuador, párr. 144.

39 Los hechos del presente caso se producen en un contexto de importante presencia militar en el estado de Guerrero. La señora Fernández Ortega es una 
mujer indígena perteneciente a la comunidad indígena Me’phaa, residente en Barranca Tecoani, estado de Guerrero. Al momento de los hechos tenía casi 
25 años, estaba casada con el señor Prisciliano Sierra, con quien tenía cuatro hijos. El 22 de marzo de 2002, la señora Fernández Ortega se encontraba 
en su casa en compañía de sus cuatro hijos, cuando un grupo de aproximadamente once militares, vestidos con uniformes y portando armas, ingresaron 
a su casa. Uno de ellos la tomó de las manos y, apuntándole con el arma, le dijo que se tirara al suelo. Una vez en el suelo, otro militar con una mano 
tomó sus manos y la violó sexualmente mientras otros dos militares miraban. Se interpusieron una serie de recursos a fin de investigar y sancionar a los 
responsables de los hechos. No obstante, éstos no tuvieron éxito.

40 Los hechos del presente caso se producen en un contexto de importante  presencia militar en el Estado de Guerrero, dirigida a reprimir actividades  ilegales 
como la delincuencia organizada. En el estado de Guerrero un  importante porcentaje de la población pertenece a comunidades indígenas,  quienes 
conservan sus tradiciones e identidad cultural y residen en los  municipios de gran marginación y pobreza. Valentina señora Rosendo Cantú es una 
mujer indígena perteneciente a  la comunidad indígena Me´phaa, en el Estado de Guerrero. Al momento de los  hechos tenía 17 años, estaba casada 
con el señor Fidel Bernardino Sierra, y  tenía una hija. El 16 de febrero de 2002, Valentina Rosendo Cantú se encontraba  en un arroyo cercano a su 
domicilio. Cuando se disponía a bañarse, ocho  militares, acompañados de un civil que llevaban detenido, se acercaron a ella y  la rodearon. Dos de ellos 
la interrogaron sobre los encapuchados, le  mostraron una foto de una persona y una lista con nombres, mientras uno de  ellos le apuntaba con su arma. 
Ella les indicó que no conocía a la gente sobre  la cual la interrogaban. El militar que la apuntaba la golpeó en el estómago  con el arma, haciéndola caer 
al suelo. Luego uno de los militares la tomó del  cabello mientras insistió sobre la información requerida. Finalmente le  rasguñaron la cara, le quitaron 
la falda y la ropa interior y la tiraron al  suelo, y uno de ellos la penetró sexualmente, al término de lo cual el otro que  también la interrogaba procedió 
a hacer lo mismo. Tanto Valentina Rosendo Cantú como su esposo presentaron una serie de  recursos a fin de denunciar los hechos y solicitar que se 
realicen las  investigaciones necesarias para identificar y sancionar a los responsables. La  investigación fue remitida a la jurisdicción penal militar, la cual 
decidió  archivar el caso.
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84. El sufrimiento que el señor Bueno Alves padeció queda evidenciado en su testimonio inicial, en el que especifica 
que “al ser golpeado de esta manera, […] reaccionó diciendo ‘mátenme’”41. De igual forma, cobran especial 
relevancia los efectos físicos que el trato produjo. Según los hallazgos de los peritos médicos que presentaron sus 
informes [...], el tratamiento padecido por el señor Bueno Alves le produjo una “[p]erforación de la membrana 
timpánica de 2mm. de diámetro”42, que conllevó una pérdida de la audición del 0,3% en el oído izquierdo y 
16.7% en el oído derecho, así como severos padecimientos psicológicos. En efecto, los peritos psiquiatras que 
actuaron en este proceso expusieron que:

 En relación a los hechos de la litis […] su relato es claro, emotivo pero a la vez pudoroso. No resulta 
grandilocuente ni busca causar impacto emocional en el oyente. Su relato resulta verosímil. […] A 
partir de ese episodio, ocurrido hace más de 18 años, todo hecho de su existencia parece quedar 
asociado, de una manera u otra, a dicho episodio. Como sintomatología reactiva al mismo refiere 
[…] fallas amnésicas, trastornos en el dormir, estado de alerta y temores permanentes, inactividad 
laboral total y un estilo de vida social y afectiva supeditada al sistema de recaudos y seguridades 
instaurado a posteriori del episodio del 88. Es ahí, siempre según sus dichos, puntualmente 
durante la detención que sufriera, que comienza con trastornos alimenticios y en la piel. […] 
Su actividad mental y también su vida cotidiana […] parecen capturadas por el tema. Tema que 
parece ser la razón de su existir. Toda su energía psíquica está puesta allí. Ha montado un sistema 
de constantes recaudos, acompañado de una actitud hipervigilante. […] No aparecen indicadores 
de simulación43.

85. Además, los peritos concluyeron que los trastornos producidos por los maltratos impidieron e impiden al señor 
Bueno Alves “desarrollar sus actividades cotidianas”, y requieren la continuidad de un tratamiento psiquiátrico 
psicológico “de por vida”44.

Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
30 de agosto de 2010.

121. Con respecto a la existencia de un acto intencional, de las pruebas que constan en el expediente queda acreditado 
que el maltrato fue deliberadamente infligido en contra de la víctima. En efecto, la Corte considera probado 
que uno de los atacantes tomó a la señora Fernández Ortega de las manos, la obligó a acostarse en el suelo, 
y mientras era apuntada al menos con un arma, un militar la penetró sexualmente mientras los otros dos 
presenciaban la ejecución de la violación sexual. 

124. Independientemente de lo anterior, la Corte ha establecido que un acto de tortura puede ser perpetrado tanto 
mediante actos de violencia física como a través de actos que produzcan en la víctima un sufrimiento psíquico o 
moral agudo. Adicionalmente, este Tribunal ha reconocido que la violación sexual es una experiencia sumamente 
traumática que tiene severas consecuencias y causa gran daño físico y psicológico que deja a la víctima 
“humillada física y emocionalmente”, situación difícilmente superable por el paso del tiempo, a diferencia de lo 
que acontece en otras experiencias traumáticas. De ello se desprende que es inherente a la violación sexual el 
sufrimiento severo de la víctima, aun cuando no exista evidencia de lesiones o enfermedades físicas. En efecto, 
no en todos los casos las consecuencias de una violación sexual serán enfermedades o lesiones corporales. 
Las mujeres víctimas de violación sexual también experimentan severos daños y secuelas psicológicas y  
aun sociales.  

125. En el presente caso, la señora Fernández Ortega estuvo sometida a un acto de violencia sexual y control físico 
del militar que la penetró sexualmente de manera intencional; su vulnerabilidad y la coerción que el agente 
estatal ejerció sobre ella se reforzó con la participación de otros dos militares también armados, que agravaron 
el marco de violencia sexual ejercido contra la víctima, habiendo, incluso, otro grupo de militares que esperaron 
fuera de la casa. Resulta evidente para la Corte que el sufrimiento padecido por la señora Fernández Ortega, 
al ser obligada a mantener un acto sexual contra su voluntad, hecho además que fue observado por otras dos 
personas, es de la mayor intensidad. El sufrimiento psicológico y moral se agravó dadas las circunstancias en 
las cuales se produjo la violación sexual, en tanto no podía descartarse que la violencia sufrida se extremara 
aún más por parte de los agentes estatales que presenciaban el acto de violación, ante la posibilidad de que 
fuera también violada sexualmente por ellos o por quienes se encontraban afuera de la casa. De igual modo, la 

41  Cfr. testimonio del señor Bueno Alves de 8 de abril de 1988 (expediente de anexos a la demanda, anexo 7, folio 223).
42  Cfr. Informe médico elaborado por el doctor José Bello el 26 de abril de 1988 (expediente de anexos a la demanda, anexo 7, folio 307).
43  Cfr. informe pericial (affidávit) de los doctores Ravioli, Taragano, Nievas y Schlenker (expediente de fondo, Tomo III, folios 1051 y 1052).
44  Cfr. informe pericial (affidávit) de los doctores Ravioli, Taragano, Nievas y Schlenker (expediente de fondo, Tomo III, folios 1063 y 1065).
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presencia de sus hijos en los momentos iniciales del hecho, así como la incertidumbre de si se encontraban en 
peligro o si habrían podido escapar, intensificaron el sufrimiento de la víctima.

127. La Corte considera que, en términos generales, la violación sexual, al igual que la tortura, persigue entre otros, 
los fines de intimidar, degradar, humillar, castigar o controlar a la persona que la sufre. La violación sexual de la 
señora Fernández Ortega se produjo en el marco de una situación en la que los agentes militares interrogaron a 
la víctima y no obtuvieron respuesta sobre la información solicitada […]. Sin descartar la eventual concurrencia 
de otras finalidades, la Corte considera probado que el presente caso tuvo la finalidad específica de castigo ante 
la falta de información solicitada.  En el mismo sentido: Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010, párr. 117.

Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 2010

111. Con respecto a la existencia de un acto intencional, de las pruebas que constan en el expediente queda acreditado 
que el maltrato fue deliberadamente infligido en contra de la víctima. En efecto, la Corte considera probado 
que uno de los atacantes golpeó en el abdomen a la señora Rosendo Cantú con su arma, cayendo la víctima 
al suelo, posteriormente la tomaron del cabello y le rasguñaron la cara y, por la fuerza, mientras era apuntada 
con un arma, fue penetrada sexualmente por dos militares, mientras otros seis presenciaban la ejecución de la 
violación sexual. 

114. Independientemente de lo anterior, la Corte ha establecido que un acto de tortura puede ser perpetrado tanto 
mediante actos de violencia física como a través de actos que produzcan en la víctima un sufrimiento psíquico o 
moral agudo. Adicionalmente, este Tribunal ha reconocido que la violación sexual es una experiencia sumamente 
traumática que tiene severas consecuencias y causa gran daño físico y psicológico que deja a la víctima 
“humillada física y emocionalmente”, situación difícilmente superable por el paso del tiempo, a diferencia de lo 
que acontece en otras experiencias traumáticas. De ello se desprende que es inherente a la violación sexual el 
sufrimiento severo de la víctima, aun cuando no exista evidencia de lesiones o enfermedades físicas. En efecto, 
no en todos los casos las consecuencias de una violación sexual serán enfermedades o lesiones corporales. 
Las mujeres víctimas de violación sexual también experimentan severos daños y secuelas psicológicas y  
aun sociales. 

115. En el presente caso, la señora Rosendo Cantú estuvo sometida a un acto de violencia y control físico de los 
militares que la penetraron sexualmente de manera intencional; su vulnerabilidad y la coerción que los agentes 
estatales ejercieron sobre ella se reforzaron con la participación de otros seis militares también armados, 
que agravaron el marco de violencia sexual ejercido contra la víctima. Resulta evidente para la Corte que el 
sufrimiento padecido por la señora Rosendo Cantú, al ser obligada a mantener actos sexuales contra su voluntad, 
hecho que además fue observado por otras seis personas, es de la mayor intensidad, más aún considerando 
su condición de niña. El sufrimiento psicológico y moral se agravó dadas las circunstancias en las cuales se 
produjo la violación sexual, en tanto no podía descartarse que la violencia sufrida se extremara aún más por 
parte de los agentes estatales que presenciaban el acto de violación, ante la posibilidad de que fuera también 
violada sexualmente por ellos. 

Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
noviembre de 2014.

143. Para definir lo que a la luz del artículo 5.2 de la Convención Americana debe entenderse como “tortura”, de 
conformidad con la jurisprudencia de la Corte, se está frente a un acto constitutivo de tortura cuando el maltrato: 
i) es intencional; ii) cause severos sufrimientos físicos o mentales, y iii) se cometa con cualquier fin o propósito.

193. Dada su naturaleza, repetición y extensión en el tiempo, para la Corte es evidente que las agresiones físicas y 
psicológicas sufridas por la señora Gladys Espinoza, incluyendo fuertes golpes por todo el cuerpo, haber 
sido colgada, inmersiones en aguas putrefactas y amenazas de muerte en contra de ella y su familia, fueron 
intencionales. En cuanto a la severidad del sufrimiento padecido, la Corte recuerda que, en sus declaraciones, 
la señora Espinoza señaló que escuchaba los gritos de dolor de su pareja sentimental, que se desmayó en varias 
ocasiones, que sentía que se salía de su cuerpo, ya que había “traspasado los límites del dolor”, y que pedía que 
la mataran […]. Al respecto, la Corte nota que la psicóloga Carmen Wurst identificó la pérdida de la conciencia 
y la despersonalización como sistemas protectores desplegados frente a tales actos […]. Por último, en cuanto 
a la finalidad, los hechos mencionados fueron ocasionados a la señora Espinoza en el marco de una situación 
en la que los agentes de la DIVISE y la DINCOTE la interrogaron repetidamente sobre el paradero del señor 
Furukawa tras su secuestro […]. Sin descartar la eventual concurrencia de otras finalidades, la Corte considera 
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probado que, en el presente caso, la violencia física y psicológica infligida tuvo la finalidad específica de conseguir 
información respecto del MRTA y el presunto secuestro mencionado, así como de castigarla al no proporcionar la  
información solicitada. 

3.2. Tortura psicológica

Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 2000.

102. La jurisprudencia internacional ha ido desarrollando la noción de tortura psicológica.  La Corte Europea de 
Derechos Humanos ha establecido que es suficiente el mero peligro de que vaya a cometerse alguna de las 
conductas prohibidas por el artículo 3 de la Convención Europea para que pueda considerarse infringida la 
mencionada disposición, aunque el riesgo de que se trata debe ser real e inmediato. En concordancia con 
ello, amenazar a alguien con torturarle puede constituir, en determinadas circunstancias, por lo menos un 
“trato inhumano”. Ese mismo Tribunal ha estimado que debe tomarse en cuenta, a efectos de determinar si se 
ha violado el artículo 3 de la Convención Europea de Derechos Humanos, no sólo el sufrimiento físico sino 
también la angustia moral. En el marco del examen de comunicaciones individuales, el Comité de Derechos 
Humanos de Naciones Unidas ha calificado la amenaza de hacer sufrir a una persona una grave lesión física 
como una “tortura psicológica”. 

Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 200345.

92. Se ha conformado un régimen jurídico internacional de prohibición absoluta de todas las formas de tortura, 
tanto física como psicológica, y respecto a esta última, se ha reconocido que las amenazas y el peligro real de 
someter a una persona a lesiones físicas produce, en determinadas circunstancias, una angustia moral de tal 
grado que puede ser considerada “tortura psicológica”. […] En el mismo sentido: Caso Familia Barrios Vs. 
Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2011, párr. 51. 

93. Asimismo, la Corte considera que, de acuerdo a las circunstancias de cada caso en particular, algunos actos de 
agresión infligidos a una persona pueden calificarse como torturas psíquicas, particularmente los actos que han 
sido preparados y realizados deliberadamente contra la víctima para suprimir su resistencia psíquica y forzarla 
a autoinculparse o a confesar determinadas conductas delictivas o para someterla a modalidades de castigos 
adicionales a la privación de la libertad en sí misma.

94. En el caso sub judice está demostrado que Maritza Urrutia fue sometida a actos de violencia psíquica al ser 
expuesta a un contexto de angustia y sufrimiento intenso de modo intencional, de acuerdo con la práctica 
imperante en esa época […].  Además, la Corte estima que los actos alegados en el presente caso fueron 
preparados e infligidos deliberadamente para anular la personalidad y desmoralizar a la víctima, lo que 
constituye una forma de tortura psicológica, en violación del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención en perjuicio de 
Maritza Urrutia.   

Caso Penal Miguel Castro Castro vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2006. 

272. Asimismo, se ha reconocido que las amenazas y el peligro real de someter a una persona a lesiones físicas 
produce, en determinadas circunstancias, una angustia moral de tal grado que puede ser considerada tortura 
psicológica.  En el mismo sentido: Caso Tibi vs. Ecuador. Sentencia de 7 de septiembre de 2004, párr. 147. 

45 Los hechos del presente caso se relacionan con Maritza Urrutia, quien desempeñaba tareas políticas para la organización revolucionaria del Ejército 
Guerrillero de los Pobres (EGP), miembro de la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca. En el año 1990, luego de tener un hijo con su esposo 
Esteban, el cual también era miembro de la EGP, se separó de él.

 El 23 de Julio de 1992 se encontraba caminando por la ciudad de Guatemala, después de dejar a su hijo en la escuela, cuando fue secuestrada por tres 
miembros de la Inteligencia del Ejército guatemalteco., quienes la introdujeron por la fuerza en un carro. Una vez en el vehículo, fue encapuchada y 
trasladada a las instalaciones del centro de detención clandestino del Ejército de Guatemala.

 Estuvo retenida durante ocho días, encerrada en un cuarto, esposada a una cama, encapuchada y con la luz de la habitación encendida y la radio siempre 
prendida a todo volumen. Fue sometida a largos y continuos interrogatorios referentes a su vinculación y la de su ex esposo con el EGP. Durante los 
interrogatorios fue amenazada de ser torturada físicamente y de matarla a ella o a miembros de su familia si no colaboraba. Le mostraban fotos de su 
madre y otros miembros de su familia, así como fotografías de combatientes guerrilleros torturados y muertos en combate, manifestándole que en esas 
mismas condiciones sería encontrada por su familia.

 Durante el tiempo retenida, fue forzada a prestar una declaración filmada donde se refirió a su participación, la de su ex esposo y la de su hermano en el 
EGP, justificó su desaparición como una manera de abandonar esa organización e instó a sus compañeros a dejar la lucha armada. El 29 de Julio de 1992 
el video fue transmitido por dos noticieros de Guatemala.

 El 30 de Julio de 1992 fue liberada cerca del edificio del Ministerio Público en la ciudad de Guatemala. Bajo amenazas de muerte de sus captores, se dirigió 
a la oficina del Procurador General de la Nación, quien la recibió y la llevó al Quinto Juzgado de Primaria Instancia Penal para que solicitara una amnistía. 
Firmó un acta conforme a la cual se acogía a la amnistía. Ni el Procurador ni el juez le preguntaron sobre lo que le había sucedido.

 Posteriormente, regresó a la sede del Ministerio Público y, siguiendo las instrucciones de sus captores, dio una conferencia de prensa en la cual confirmó 
el contenido del video. El 7 de Agosto de 1992 salió de Guatemala hacia los Estados Unidos, país que le reconoció la condición de refugiada.
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279. Este Tribunal ha sostenido que la mera amenaza de que ocurra una conducta prohibida por el artículo 5 de 
la Convención Americana, cuando sea suficientemente real e inminente, puede constituir en sí misma una 
transgresión a la norma de que se trata. Para determinar la violación al artículo 5 de la Convención, debe 
tomarse en cuenta no sólo el sufrimiento físico sino también la angustia psíquica y moral. La amenaza de sufrir 
una grave lesión física puede llegar a configurar una “tortura psicológica”.

285. Todos los internos enfrentaron condiciones de sufrimiento adicionales en el curso de esos cuatro días, como lo 
fueron la privación de alimentos, agua, luz y atención médica. 

288. La Corte estima que los internos que sobrevivieron al ataque experimentaron tortura psicológica por las 
amenazas constantes y el peligro real que generaron las acciones estatales que podían producir su muerte y 
serias lesiones a su integridad física.

292. Es importante aclarar que de la prueba aportada al Tribunal y de los testimonios de los internos se desprende que 
las internas embarazadas también fueron víctimas del ataque al penal. Las mujeres embarazadas que vivieron 
el ataque experimentaron un sufrimiento psicológico adicional, ya que además de haber visto lesionada su 
propia integridad física, padecieron sentimientos de angustia, desesperación y miedo por el peligro que corría 
la vida de sus hijos. Las internas embarazadas que han sido identificadas ante esta Corte son las señoras Eva 
Challco, quien aproximadamente un mes después del ataque tuvo a su hijo Said Gabriel Challco Hurtado; 
Vicenta Genua López, quien tenía cinco meses de embarazo; y Sabina Quispe Rojas, quien tenía ocho meses de 
embarazo […].  Al respecto, además de la protección que otorga el artículo 5 de la Convención Americana, es 
preciso señalar que el artículo 7 de la Convención de Belem do Pará señala expresamente que los Estados deben 
velar porque las autoridades y agentes estatales se abstengan de cualquier acción o práctica de violencia contra 
la mujer. 

293. Con base en lo indicado anteriormente, este Tribunal considera que el Estado es responsable de la violación 
a la integridad física de los internos que resultaron heridos durante los hechos del 6 al 9 de mayo de 1992, lo 
cual constituyó una violación al artículo 5 de la Convención Americana. Asimismo, la Corte considera que, 
en las circunstancias del presente caso, el conjunto de actos de agresión y las condiciones en que el Estado 
puso deliberadamente a los internos (los que fallecieron y los que sobrevivieron) durante los días del ataque, 
que causaron en todos ellos un grave sufrimiento psicológico y emocional, constituyó una tortura psicológica 
inferida en agravio de todos los miembros del grupo, con violación de los artículos 5.1 y 5.2 de la Convención 
Americana, y 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. Además, esta 
Corte estima que la violación del derecho a la integridad personal de las señoras Eva Challco, Sabina Quispe 
Rojas y Vicenta Genua López se vio agravada por el factor de que se encontraban embarazadas, de forma tal 
que los actos de violencia les afectaron en mayor medida. Igualmente, la Corte considera que el Estado es 
responsable por los actos de tortura infligidos a Julia Marlene Olivos Peña, con violación del artículo 5.2 de la 
Convención Americana y de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar 
la Tortura.

Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013. 

364. Para definir lo que a la luz del artículo 5.2 de la Convención Americana debe entenderse como “tortura”, de 
conformidad con la jurisprudencia de la Corte, se está frente a un acto constitutivo de tortura cuando el maltrato: 
a) es intencional; b) cause severos sufrimientos físicos o mentales, y c) se cometa con cualquier fin o propósito. 
Asimismo, se ha reconocido que las amenazas y el peligro real de someter a una persona a lesiones físicas produce, 
en determinadas circunstancias, una angustia moral de tal grado que puede ser considerada tortura psicológica.

Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
noviembre de 2014. 

189. […], la Corte recuerda que se ha conformado un régimen jurídico internacional de prohibición absoluta de todas 
las formas de tortura, tanto física como psicológica, y respecto de esta última, se ha reconocido que las amenazas 
y el peligro real de someter a una persona a graves lesiones físicas produce, en determinadas circunstancias, una 
angustia moral de tal grado que puede ser considerada “tortura psicológica”. Para la Corte es evidente que, dado el 
contexto de violencia en la época, tanto por parte de grupos subversivos como por agentes estatales [...], el hecho 
de que personas desconocidas hayan detenido a la señora Espinoza entre sonidos de disparos, la hayan golpeado 
en la cabeza, entre otros, a fin de subirla a un vehículo junto a su pareja sentimental, quien estaba ensangrentado, 
y donde recibió amenazas de muerte en contra de ella y de su familia y de que sería “contagiada con el SIDA [sic]”, 
y escuchó que veinte hombres iban a “pasar por ella”, necesariamente le provocó a aquélla sentimientos profundos 
de angustia, miedo y vulnerabilidad. De este modo, dichos hechos constituyeron, además de una vulneración a su 
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integridad física, una forma de tortura psicológica, en violación de los artículos 5.1 y 5.2 de la Convención Americana, 
en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de Gladys Espinoza

3.3. Violencia sexual como tortura

Caso Penal Miguel Castro Castro vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2006. 

309. Por otra parte, en el presente caso se ha probado que una interna que fue trasladada al Hospital de la Sanidad de 
la Policía fue objeto de una “inspección” vaginal dactilar, realizada por varias personas encapuchadas a la vez, 
con suma brusquedad, bajo el pretexto de revisarla […].

310. Siguiendo el criterio jurisprudencial y normativo que impera tanto en el ámbito del Derecho Penal Internacional 
como en el Derecho Penal comparado, el Tribunal considera que la violación sexual no implica necesariamente 
una relación sexual sin consentimiento, por vía vaginal, como se consideró tradicionalmente. Por violación 
sexual también debe entenderse actos de penetración vaginales o anales, sin consentimiento de la víctima, 
mediante la utilización de otras partes del cuerpo del agresor u objetos, así como la penetración bucal mediante 
el miembro viril.

311. La Corte reconoce que la violación sexual de una detenida por un agente del Estado es un acto especialmente 
grave y reprobable, tomando en cuenta la vulnerabilidad de la víctima y el abuso de poder que despliega el 
agente. Asimismo, la violación sexual es una experiencia sumamente traumática que puede tener severas 
consecuencias y causa gran daño físico y psicológico que deja a la víctima “humillada física y emocionalmente”, 
situación difícilmente superable por el paso del tiempo, a diferencia de lo que acontece en otras experiencias 
traumáticas.

312. Con base en lo anterior, y tomando en cuenta lo dispuesto en el artículo 2 de la Convención Interamericana para 
Prevenir y Sancionar la Tortura, este Tribunal concluye que los actos de violencia sexual a que fue sometida una 
interna bajo supuesta “inspección” vaginal dactilar […] constituyeron una violación sexual que por sus efectos 
constituye tortura. Por lo tanto, el Estado es responsable por la violación del derecho a la integridad personal 
consagrado en el artículo 5.2 de la Convención Americana, así como por la violación de los artículos 1, 6 y 8 de 
la referida Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en perjuicio de la interna indicada 
en el Anexo 2 de víctimas de la presente Sentencia que para estos efectos forma parte de la misma.

313. La Relatora Especial de la ONU para la Violencia contra las Mujeres ha establecido, refiriéndose a la violencia 
contra las mujeres en el contexto de un conflicto armado, que la “[l]a agresión sexual a menudo se considera y 
practica como medio para humillar al adversario” y que “las violaciones sexuales son usadas por ambas partes 
como un acto simbólico”46. Este Tribunal reconoce que la violencia sexual contra la mujer tiene consecuencias 
físicas, emocionales y psicológicas devastadoras para ellas, que se ven agravadas en los casos de mujeres 
detenidas. 

Caso Fernández Ortega y otros vs. México. Sentencia de 30 de agosto de 2010. 

128. […] [E]sta Corte considera que una violación sexual puede constituir tortura aún cuando consista en un solo 
hecho u ocurra fuera de instalaciones estatales, como puede ser el domicilio de la víctima. Esto es así ya que 
los elementos objetivos y subjetivos que califican un hecho como tortura no se refieren ni a la acumulación 
de hechos ni al lugar donde el acto se realiza, sino a la intencionalidad, a la severidad del sufrimiento y a la 
finalidad del acto, requisitos que en el presente caso se encuentran cumplidos. Con base en lo anterior, la 
Corte concluye que la violación sexual en el presente caso implicó una violación a la integridad personal de la 
señora Fernández Ortega, constituyendo un acto de tortura en los términos del artículo 5.2 de la Convención 
Americana y 2 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.  En el mismo sentido: 
Caso Rosendo Cantú y Otras vs. México. Sentencia de 31 de agosto de 2010, párr. 118.

Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
4 de septiembre de 2012.

132. En relación con el artículo 5 de la Convención, la Corte ha considerado que la violación sexual es una experiencia 
sumamente traumática que tiene severas consecuencias y causa gran daño físico y psicológico que deja a la víctima 

46 Cfr. O.N.U., Comisión de Derechos Humanos, 54º período de sesiones. Informe presentado por la Sra. Radhika Coomaraswamy, Relatora Especial 
sobre la violencia contra la mujer, con inclusión de sus causas y consecuencias, de conformidad con la resolución 1997/44 de la Comisión. Doc. E/
CN.4/1998/54 del 26 de enero de 1998, párrs. 12 y 13.
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“humillada física y emocionalmente”, situación difícilmente superable por el paso del tiempo, a diferencia de lo 
que acontece en otras experiencias traumáticas. De ello se desprende que es inherente a la violación sexual el 
sufrimiento severo de la víctima, aun cuando no exista evidencia de lesiones o enfermedades físicas. En efecto, 
no en todos los casos las consecuencias de una violación sexual serán enfermedades o lesiones corporales. Las 
mujeres víctimas de violación sexual también experimentan severos daños y secuelas psicológicas, e inclusive, 
sociales. La Corte también ha establecido que, en determinadas situaciones, la violación sexual también puede 
constituir una forma de tortura de la víctima.

Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
noviembre de 2014. 

194. Ahora bien, en cuanto a los actos de naturaleza sexual ocasionados a la señora Espinoza durante su permanencia 
en la DIVISE y la DINCOTE, la Corte recuerda, como lo señala la Convención de Belém do Pará, que la violencia 
contra la mujer no solo constituye una violación de los derechos humanos, sino que es “una ofensa a la dignidad 
humana y una manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres”, 
que “trasciende todos los sectores de la sociedad independientemente de su clase, raza o grupo étnico, nivel de 
ingresos, cultura, nivel educacional, edad o religión y afecta negativamente sus propias bases”47. 

195. Siguiendo la línea de la normativa y la jurisprudencia internacionales y tomando en cuenta lo dispuesto en la 
Convención de Belém do Pará, la Corte ha considerado que la violencia sexual se configura con acciones de 
naturaleza sexual que, además de comprender la invasión física del cuerpo humano, pueden incluir actos  
que no involucren penetración o incluso contacto físico alguno. En este sentido, en otro caso ante la Corte se 
estableció que el someter a mujeres a la desnudez forzosa mientras éstas eran constantemente observadas por 
hombres armados, quienes aparentemente eran miembros de las fuerzas de seguridad del Estado, constituyó 
violencia sexual.

196. Asimismo, siguiendo el criterio jurisprudencial y normativo que impera tanto en el ámbito del Derecho Penal 
Internacional como en el Derecho Penal comparado, la Corte ha considerado que la violación sexual no implica 
necesariamente una relación sexual por vía vaginal, como se consideró tradicionalmente. Por violación sexual 
también debe entenderse actos de penetración vaginal o anal mediante la utilización de otras partes del cuerpo del 
agresor u objetos, así como la penetración bucal mediante el miembro viril. Al respecto, la Corte aclara que para 
que un acto sea considerado violación sexual, es suficiente que se produzca una penetración, por insignificante 
que sea, en los términos antes descritos. Además, se debe entender que la penetración vaginal se refiere a la 
penetración, con cualquier parte del cuerpo del agresor u objetos, de cualquier orificio genital, incluyendo los 
labios mayores y menores, así como el orificio vaginal. Esta interpretación es acorde a la concepción de que 
cualquier tipo de penetración, por insignificante que sea, es suficiente para que un acto sea considerado violación 
sexual. La Corte entiende que la violación sexual es una forma de violencia sexual.

197. Adicionalmente, la Corte ha reconocido que la violación sexual es una experiencia sumamente traumática 
que tiene severas consecuencias y causa gran daño físico y psicológico que deja a la víctima “humillada física 
y emocionalmente”, situación difícilmente superable por el paso del tiempo, a diferencia de lo que acontece en 
otras experiencias traumáticas. De ello se desprende que es inherente a la violación sexual el sufrimiento severo 
de la víctima, aun cuando no exista evidencia de lesiones o enfermedades físicas. En efecto, no en todos los casos 
las consecuencias de una violación sexual serán enfermedades o lesiones corporales. Las mujeres víctimas de 
violación sexual también experimentan severos daños y secuelas psicológicas y aun sociales. 

198. En el presente caso, la Corte ha establecido que, durante su detención en la DIVISE y la DINCOTE en abril y mayo 
de 1993, Gladys Espinoza fue objeto de desnudez forzosa y manoseos, le jalaron los senos y los vellos púbicos y uno 
de sus agresores intentó meterle el pene en su boca […]. Es evidente que, al involucrar los senos y el área genital 
de la presunta víctima, dichos actos constituyeron violencia sexual. Con relación a los “manoseos” y el intento 
de forzarla a tener sexo oral, la Corte considera que estos actos implicaron la invasión física del cuerpo de la 
señora Gladys Espinoza, tomando en cuenta que las víctimas de violencia sexual tienden a utilizar términos poco 
específicos al momento de realizar sus declaraciones y no explicar gráficamente las particularidades anatómicas 
de lo sucedido. Al respecto, la CVR señaló que “[e]s común que las declarantes utilicen términos confusos o 
‘propios’ al momento de describir los actos de violencia sexual a que fueron sometidas” y específicamente se refirió 
a la utilización del término “manoseos” como una de las formas como las víctimas describían actos de violencia 
sexual. Igualmente, la Corte estableció que, durante el período mencionado, la señora Espinoza sufrió penetración 
vaginal y anal con manos y, en este último caso, también con un objeto […], los cuales constituyeron actos de 
violación sexual.

47 Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, Preámbulo.
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199. Finalmente, la Corte considera pertinente recordar, como ya fue establecido en el presente caso, que una de las 
formas que tomó la práctica generalizada de tortura fue mediante la práctica generalizada de la violencia sexual 
contra las mujeres, en particular, por parte de agentes estatales y en contra de mujeres presuntamente involucradas 
en el conflicto armado […]. Asimismo, la Corte recuerda que la DINCOTE fue señalada especialmente como un 
espacio donde la violación sexual se produjo reiteradamente […]. Al respecto, la Corte considera que lo sucedido 
a la señora Espinoza es consistente con dicha práctica generalizada. Al enmarcarse en dicho contexto, la Corte 
considera que los actos de violencia sexual en contra de Gladys Espinoza también constituyeron actos de tortura 
cuya prohibición absoluta, se reitera, pertenece hoy día al dominio del jus cogens internacional […]. 

3.4. Prueba

Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013

305. Antes de entrar a analizar los maltratos presuntamente infligidos a la señora J. y su calificación jurídica, este 
Tribunal estima pertinente recordar su jurisprudencia respecto a los criterios aplicables a la valoración de la 
prueba en un caso como el presente. Desde su primer caso contencioso, esta Corte ha señalado que para un 
tribunal internacional los criterios de valoración de la prueba son menos rígidos que en los sistemas legales 
internos y ha sostenido que puede evaluar libremente las pruebas. La Corte debe aplicar una valoración de la 
prueba que tenga en cuenta la gravedad de la atribución de responsabilidad internacional a un Estado y que, 
sin perjuicio de ello, sea capaz de crear la convicción de la verdad de los hechos alegados. Para establecer que 
se ha producido una violación de los derechos consagrados en la Convención no es necesario que se pruebe la 
responsabilidad del Estado más allá de toda duda razonable ni que se identifique individualmente a los agentes 
a los cuales se atribuyen los hechos violatorios, sino que es suficiente demostrar que se han verificado acciones 
u omisiones que hayan permitido la perpetración de esas violaciones o que exista una obligación del Estado que 
haya sido incumplida por éste.

306. Además, la Corte recuerda que es legítimo el uso de la prueba circunstancial, los indicios y las presunciones 
para fundar una sentencia, siempre que de ellos puedan inferirse conclusiones consistentes sobre los hechos. Al 
respecto, este Tribunal ha señalado que corresponde a la parte demandante, en principio, la carga de la prueba 
de los hechos en que se funda su alegato; no obstante, ha destacado que, a diferencia del derecho penal interno, 
en los procesos sobre violaciones de derechos humanos la defensa del Estado no puede descansar sobre la 
imposibilidad del demandante de allegar pruebas, cuando es el Estado quien tiene el control de los medios para 
aclarar hechos ocurridos dentro de su territorio.

323. En relación con el alegado “manoseo sexual”, este Tribunal ha establecido que la violación sexual es un tipo 
particular de agresión que, en general, se caracteriza por producirse en ausencia de otras personas más allá de 
la víctima y el agresor o los agresores. Dada la naturaleza de esta forma de violencia, no se puede esperar la 
existencia de pruebas gráficas o documentales y, por ello, la declaración de la víctima constituye una prueba 
fundamental sobre el hecho. Sin perjuicio de la calificación jurídica de los hechos que se realiza infra, la Corte 
considera que dicho estándar es aplicable a las agresiones sexuales en general. Asimismo, al analizar dichas 
declaraciones se debe tomar en cuenta que las agresiones sexuales corresponden a un tipo de delito que la 
víctima no suele denunciar, por el estigma que dicha denuncia conlleva usualmente […].

324. Adicionalmente, este Tribunal considera que las variaciones entre las calificaciones jurídicas de violencia o 
violación sexual que la representación de la presunta víctima le ha dado a los hechos a lo largo del proceso ante 
el sistema interamericano no desacredita los testimonios rendidos internamente por la señora J. en cuanto a los 
hechos ocurridos. En este sentido, la Corte advierte que este es el caso inclusive si se trataran de declaraciones 
posteriores realizadas por la presunta víctima. Al respecto, esta Corte ha considerado que una negación de 
la ocurrencia de una agresión sexual denunciada no necesariamente desacredita las declaraciones donde se 
indicó que había sucedido, sino que debe ser analizado tomando en cuenta las circunstancias propias del 
caso y de la víctima. Adicionalmente, la calificación jurídica de los hechos que utilice la presunta víctima en 
sus declaraciones tiene que ser valorada tomando en cuenta el significado comúnmente dado a las palabras 
utilizadas, el cual no necesariamente corresponde a su definición jurídica. Lo relevante es evaluar si los hechos 
descritos, y no la calificación jurídica dada a los mismos, fueron consistentes.  

329. Adicionalmente, es necesario señalar que la ausencia de señales físicas no implica que no se han producido 
maltratos, ya que es frecuente que estos actos de violencia contra las personas no dejen marcas ni cicatrices 
permanentes. Lo mismo es cierto para los casos de violencia y violación sexual, en los cuales no necesariamente 
se verá reflejada la ocurrencia de los mismo en un examen médico, ya que no todos los casos de violencia y/o 
violación sexual ocasionan lesiones físicas o enfermedades verificables a través de un examen médico.
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333. La Corte considera que la evidencia obtenida durante los exámenes médicos tiene un rol crucial durante las 
investigaciones realizadas contra los detenidos y en los casos cuando este alega maltrato. En este sentido, los 
alegatos de maltratos ocurridos en custodia policial son extremadamente difíciles de sustanciar para la víctima 
si estuvo aislada del mundo exterior, sin acceso a médicos, abogados, familia o amigos quienes podrán apoyar 
y reunir la evidencia necesaria. Por tanto, corresponde a las autoridades judiciales el deber de garantizar los 
derechos del detenido, lo que implica la obtención y el aseguramiento de toda prueba que pueda acreditar los 
actos de tortura, incluyendo exámenes médicos. Adicionalmente, es importante enfatizar que en los casos en 
los que existen alegatos de supuestas torturas o malos tratos, el tiempo transcurrido para la realización de las 
correspondientes pericias médicas es esencial para determinar fehacientemente la existencia del daño, sobre 
todo cuando no se cuenta con testigos más allá de los perpetradores y las propias víctimas y, en consecuencia, 
los elementos de evidencia pueden ser escasos. De ello se desprende que para que una investigación sobre 
hechos de tortura sea efectiva, la misma deberá ser efectuada con prontitud. Por tanto, la falta de realización de 
un examen médico de una persona que se encontraba bajo la custodia del Estado, o la realización del mismo sin 
el cumplimiento de los estándares aplicables, no puede ser usado para cuestionar la veracidad de los alegatos de 
maltrato de la presunta víctima […]. En el mismo sentido, en casos donde se alegue agresiones sexuales, la falta 
de evidencia médica no disminuye la veracidad de la declaración de la presunta víctima.

Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
noviembre de 2014. 

149. En este sentido, la Corte considera relevante recordar los estándares que ha utilizado para la valoración de la 
prueba en este tipo de casos. Al respecto, en cuanto a las declaraciones rendidas por presuntas víctimas, la Corte 
ha considerado que éstas suelen abstenerse, por temor, de denunciar hechos de tortura o malos tratos, sobre 
todo si se encuentran detenidas en el mismo recinto donde estos ocurrieron, y que no resulta razonable exigir  
que las víctimas de tortura manifiesten todos los presuntos maltratos que habrían sufrido en cada oportunidad 
que declaran.

150. En lo que respecta casos de alegada violencia sexual, la Corte ha señalado que las agresiones sexuales se caracterizan, 
en general, por producirse en ausencia de otras personas más allá de la víctima y el agresor o los agresores. Dada 
la naturaleza de estas formas de violencia, no se puede esperar la existencia de pruebas gráficas o documentales 
y, por ello, la declaración de la víctima constituye una prueba fundamental sobre el hecho. Asimismo, al analizar 
dichas declaraciones se debe tomar en cuenta que las agresiones sexuales corresponden a un tipo de delito que 
la víctima no suele denunciar, por el estigma que dicha denuncia conlleva usualmente. La Corte, igualmente, ha 
tenido en cuenta que las declaraciones brindadas por las víctimas de violencia sexual se refieren a un momento 
traumático de ellas, cuyo impacto puede derivar en determinadas imprecisiones al recordarlos. Por ello, la Corte 
ha advertido que las imprecisiones en declaraciones relacionadas a violencia sexual o la mención de algunos de 
los hechos alegados solamente en algunas de éstas no significa que sean falsas o que los hechos relatados carezcan 
de veracidad.

151. Por otro lado, la Corte recuerda que la evidencia obtenida a través de los exámenes médicos tiene un rol crucial 
durante las investigaciones realizadas contra los detenidos y en los casos cuando estos alegan maltrato. En este 
sentido, los alegatos de maltratos ocurridos en custodia policial son extremadamente difíciles de sustanciar para 
la víctima si ésta estuvo aislada del mundo exterior, sin acceso a médicos, abogados, familia o amigos quienes 
podrán apoyar y reunir la evidencia necesaria. Por tanto, corresponde a las autoridades judiciales el deber de 
garantizar los derechos del detenido, lo que implica la obtención y el aseguramiento de toda prueba que pueda 
acreditar los actos de tortura, incluyendo exámenes médicos. 

152. Adicionalmente, es importante destacar que en los casos en los que existen alegatos de supuestas torturas o 
malos tratos, el tiempo transcurrido para la realización de las correspondientes pericias médicas es esencial para 
determinar fehacientemente la existencia del daño, sobre todo cuando no se cuenta con testigos más allá de los 
perpetradores y las propias víctimas y, en consecuencia, los elementos de evidencia pueden ser escasos. De ello 
se desprende que para que una investigación sobre hechos de tortura sea efectiva, la misma deberá ser efectuada 
con prontitud. Por tanto, la falta de realización de un examen médico de una persona que se encontraba bajo la 
custodia del Estado, o la realización del mismo sin el cumplimiento de los estándares aplicables, no puede ser 
usado para cuestionar la veracidad de los alegatos de maltrato de la presunta víctima. Igualmente, la ausencia 
de señales físicas no implica que no se han producido maltratos, ya que es frecuente que estos actos de violencia 
contra las personas no dejen marcas ni cicatrices permanentes.

153. En el mismo sentido, en casos donde se alegue agresiones sexuales, la falta de evidencia médica no disminuye la 
veracidad de la declaración de la presunta víctima. En tales casos, no necesariamente se verá reflejada la ocurrencia 
de violencia o violación sexual en un examen médico, ya que no todos los casos de violencia y/o violación sexual 
ocasionan lesiones físicas o enfermedades verificables a través de dichos exámenes. 
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